JUZGADO DE INSTRUCCION DE GUARDIA QUE POR TURNO CORRESPONDA 

---

HABEAS CORPUS
(NOMBRE DEL A-BOGADO U HOMBRE VIVO QUE SE REPRESENTA A SI MISMO), en nombre y representación que acredito mediante apoderamiento adjunto de Don....................................................................................., en tiempo y forma comparece y DICE:
PRIMERO: Que se ha instado procedimiento de Habeas Corpus ante ese juzgado en funciones de guardia.

SEGUNDO: Los únicos motivos constitucionalmente legítimos para no admitir un procedimiento especial de protección de DDFF son los basados en la falta del presupuesto necesario de una situación de privación de libertad no acordada judicialmente o en el incumplimiento de los requisitos formales a los que se refiere el art. 4 LOHC” (STC 35/2008, de 25 de febrero  [RTC 2008, 35] , FJ 2). Nada de ello ocurre en la presente situación, de la que desconocemos que Juez alguno hubiese dictado resolución por la que convenga la privación de libertad de Don …......................................................

Esta jurisprudencia es reiterada e inequívoca (entre otras,  SSTC 21/1996, de 12 de febrero  [RTC 1996, 21] , FJ 7;  66/1996, de 16 de abril  [RTC 1996, 66] , FJ 6; 86/1996, de 21 de mayo, FJ 11; 224/1998, de 24 de noviembre, FJ 5; 174/1999, de 27 de septiembre, FJ 5; 232/1999, de 13 de diciembre, FJ 4; 179/2000, de 26 de junio, FJ 5; 208/2000 y 209/2000, de 24 de julio, FJ 5; 233/2000, de 2 de octubre, FJ 5; 263/2000, de 30 de octubre, FJ 3;  287/2000, de 27 de noviembre  [RTC 2000, 287] , FJ 4; 288/2000, de 27 de noviembre, FJ 6; 24/2002, de 25 de noviembre, FJ 5; 94/2003, de 19 de mayo, FJ 3; 23/2004, de 23 de febrero, FJ 5; 122/2004, de 12 de julio, FJ 3; 37/2005, de 28 de febrero, FJ 3; 29/2006, de 30 de enero, FJ 3; 46/2006, de 13 de febrero, FJ 2; 93/2006, de 27 de marzo, FJ 3;  169/2006, de 5 de junio  [RTC 2006, 169] , FJ 2; 165/2007, de 2 de julio, FJ 4; 35/2008, de 25 de febrero, FJ 2; 37/2008, de 25 de febrero, FJ 3; 147/2008, de 10 de noviembre, FJ 2; 172/2008, de 18 de diciembre, FJ 3;  88/2011, de 6 de junio  [RTC 2011, 88] , FJ 4; y  95/2012, de 7 de mayo  [RTC 2012, 95] , FJ 4).

“El frecuente incumplimiento de esta jurisprudencia constitucional por parte de algunos juzgados de instrucción que este Tribunal puede observar es grave, carece de justificación y dota de especial trascendencia constitucional a este recurso. De ese modo, se hace necesario reiterar que este Tribunal ha declarado que el procedimiento no puede verse mermado en su calidad o intensidad; y que el control judicial de las privaciones de libertad que se realicen a su amparo debe ser plenamente efectivo, y no solo formal, para evitar que quede menoscabado el derecho a la libertad, ya que la esencia histórica y constitucional de este procedimiento radica en que el Juez compruebe personalmente la situación de quien pide el control judicial, siempre que la persona se encuentre efectivamente detenida, ofreciéndole una oportunidad de hacerse oír” ( STC 95/2012, de 7 de mayo  [RTC 2012, 95] , FJ 4). “Por otra parte, también es preciso recordar que es a los órganos judiciales a los que corresponde la esencial función de garantizar el derecho a la libertad mediante el procedimiento de habeas corpus controlando las privaciones de libertad no acordadas judicialmente; que en esa función están vinculados por la Constitución; y que tienen la obligación de aplicar e interpretar las leyes según los preceptos y principios constitucionales, conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional en todo tipo de procesos” (art. 5.1  LOTC  [RCL 1979, 2383] ).
Reuniendo este escrito todos los requisitos necesarios para su tramitación, es por lo que solicitamos que una vez admitido, acuerde la incoación del mismo, y estimando la privación de libertad, acuerde cuantas medidas sean oportunas para garantizar su derecho a rechazar su estancia en dicho centro, a rechazar cualquier tipo de diagnóstico o tratamiento inadecuado o lesivo para su integridad física o moral, a la libertad de movimiento, incluso a recuperar si quiere la convivencia con SUS FAMILIARES.

En el presente caso se cumplen todos los requisitos que establece la LOHC:

No concurren los supuestos legales para la privación de libertad que se ha perpetrado, siendo una privación de libertad inaudita parte y sin satisfacer las mínimas garantías de un estado de derecho.

El internamiento en un hotel o domicilio es ilícito por cuanto no se han garantizado los derechos del privado de libertad ni se garantiza la mera subsistencia o el cumplimiento de obligaciones personalísimas.

El internamiento se produce sin que se hayan puesto en manos de la autoridad judicial competente por cuestión de materia y territorio que en este caso son los juzgados de lo contencioso administrativo. El detenido ni ha sido presentado ante la autoridad judicial, no se ha garantizado el derecho de defensa y no se le han entregado las resoluciones administrativas y judiciales que le afectan, de manera tal que no puede hacer un recurso efectivo.

No se ha respetado ningún derecho de los afectados poniendo en grave riesgo físico, moral y económico a la persona afectada.

TERCERO: Se ha conculcado derechos fundamentales sin garantías, todo ello perpetrado por funcionarios públicos de sanidad y servicios sociales así como por el juzgado y la Fiscalía, sin que exista un procedimiento administrativo o judicial para ello.

Art. 14 CE, se ha perpetrado con discriminación y maltrato hacia unos ciudadanos por cuestión de edad y materia, privando de derecho administrativos y judiciales de manera injustificada.

Art 15 CE, ya que se han tomado decisiones de salud sin dar a los afectados la información necesaria, sin recabar el consentimiento y sin facilitar o permitir una segunda opinión o una alternativa. Se miente en informes haciendo ver que se rechazan tratamientos o diagnósticos cuando lo que no se ha hecho es garantizar la mínima información. No se tiene constancia de ninguna prueba de comprobación clínica.
Art 17 CE, ya que se ha privado de la legítima libertad de movimientos al detenido, sin procedimiento administrativo o judicial con garantías. Nadie en la administración informa de nada al detenido y hasta se han negado a informar  y entregar informes médicos o resultados analíticos.

Art. 24 CE, ya que han quedado suprimidos las garantías que incorpora el Derecho a la Tutela Judicial Efectiva.

Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión. En el presente caso no se ha garantizado la más mínima defensa de los afectados, negándoseles contumazmente y ad nauseam cualquier derecho o información. 

Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, por cuanto se han tomado decisiones en materia de salud para los que no sn competentes los juzgados de instrucción sino los de lo contencioso administrativo. No existe ni la más mínima previsión de que los juzgados de instrucción sean competentes para adoptar este tipo de medidas.
...a la defensa y a la asistencia de letrado, y en ningún caso como personas detenidas a todos los efectos, se les ha puesto a disposición asistencia letrada y cuando ellos la han conseguido, el hotel ha despreciado al letrado de libre designación ignorándolo y negándole la legítima información de sus clientes detenidos
...a ser informados de la acusación formulada contra ellos. Y en este caso, nadie en ningún caso ha informado a mis clientes de qué se les acusaba o de cuáles eran los motivos para privarles de sus derechos.
...a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, y en este caso, algo tan elemental como obtener información cierta sobre las razones de su detención, los derechos que les asisten o el sistema de recursos les ha sido negado.
...a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, y sin embargo no se ha permitido ni la más mínima defensa.
...a no declarar contra sí mismos, y sin embargo se tienen por hechas manifestaciones de mi cliente que jamás ha hecho obligando a una prueba diagnóstica no consentida.

...a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia, y sin embargo no se presume la inocencia de mis representados sino todo lo contrario actuando con una brutalidad inefable.

Art 53 de la CE, por cuanto se han dejado sin protección los derechos anteriores
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.
CUARTO: Que esta parte reclama cuando menos:
1) Resolución administrativa que justifica su confinamiento.

2) Resolución administrativa que justifica su custodia policial

3) Resolución judicial que justifica su confinamiento.

4) De las pruebas realizadas: 

1. Solicitud de realización de la prueba firmada por el médico solicitante.

2. Ficha técnica de las pruebas realizadas

3. Informe firmado por un médico responsable de la realización de la prueba

4. Protocolo de realización de la prueba y de elaboración de diagnóstico, especialmente los ciclos de amplificación que se han utilizado.

5. Sistema de calibración y comprobación de la prueba. Ficha técnica.

6. Una alternativa al procedimiento indicado tanto de diagnóstico como de tratamiento.
QUINTO: Disfrazar todo lo ocurrido de “medidas de salud pública” supone un plus de dolo y antijuricidad, pues la protección de la salud pública no puede estar reñida con las garantías constitucionales.

SEXTO: La nulidad de actuaciones es la declaración de que cierta parte de lo actuado en un procedimiento es nulo de pleno debido a algún error procesal importante que conlleve a que deba retrotraerse todo lo actuado hasta el momento en que se cometió la nulidad, aunque esta no implicará la de los sucesivos que fueren independientes de aquél ni la de aquéllos cuyo contenido no pudiere haber sido distinto en caso de no haberse cometido la infracción que dio lugar a la nulidad.

La nulidad de los actos procesales se regula en la Ley Orgánica del Poder Judicial, concretamente en el capítulo III del Título III del Libro III (artículos 238 a243 LOPJ) denominado "De la nulidad de los actos judiciales", y en la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, concretamente en el Capítulo IX del Título V del Libro I denominado "De la nulidad de las actuaciones judiciales" (artículos 225 a231 LEC).

La Ley Orgánica 6/2007 de 24 de mayo, por la que se modificó la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, también modificó el artículo 241.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (en el que se regula desde la reforma operada por Ley Orgánica 19/2003 el incidente extraordinario de nulidad de actuaciones) otorgando a los tribunales ordinarios más facultades para revisar las violaciones de derechos fundamentales a través de una nueva regulación de la nulidad de los actos procesales con el fin de que la tutela y defensa de los derechos fundamentales por parte del Tribunal Constitucional fuera realmente subsidiaria de una adecuada protección prestada por los órganos de la jurisdicción ordinaria; la reforma ha consistido básicamente en posibilitar que la nulidad de actuaciones pueda fundamentarse no solo en situaciones de indefensión, sino en cualquier vulneración de un derecho fundamental de los referidos en el artículo 53.2 de la Constitución.

El incidente de nulidad de actuaciones se regula en el artículo 227 de la LEC 2000 y en el art. 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial cuyo contenido es idéntico.

El apartado primero -ambos artículos son idénticos- consagra dos principios esenciales, el primero, el de la relevancia o trascendencia del vicio o defecto, en el sentido de que para declarar la nulidad es necesario que se haya causado indefensión o que el acto no haya alcanzado su fin; y el segundo, el del carácter subsidiario del incidente de nulidad y su absorción o integración en el sistema de recursos, de modo que no podrá promoverse dicho incidente cuando puede remediarse el defecto a través del oportuno recurso.

El segundo apartado establece, en primer lugar, que el incidente puede plantearse bien de oficio, bien a instancia de parte, lo que le diferencia del incidente excepcional de nulidad de actuaciones, que solo puede promover la parte interesada; en segundo lugar, delimita el ámbito del presente incidente, que es el de los defectos procesales que se producen durante la tramitación del proceso declarativo y antes de dictar resolución que ponga fin al procedimiento, si bien este incidente es también procedente respecto de los vicios producidos durante la tramitación del ulterior proceso de ejecución (artículo 562.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 2000); pero si la declaración de nulidad ha de comprender también la sentencia dictada, entonces nos hallamos ya en el ámbito del incidente excepcional de nulidad de actuaciones que analizaremos a continuación.

En tercer lugar, se destaca la necesidad de que se proceda a la subsanación siempre que sea posible, en los términos anteriormente analizados, y en último término el precepto alude lacónicamente a la tramitación del incidente, al exigir -únicamente- que se resuelva el mismo previa audiencia de las partes, aunque ni establece plazo (normalmente suele concederse un plazo de cinco días, que es el que se prevé en el artículo 228 de la LEC 1/2000 y en el artículo 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el incidente excepcional), ni dice nada en cuanto a la posibilidad de la práctica de pruebas, lo que, no obstante, normalmente no será necesario en el caso de vicios formales cuya evidencia resultará de los propios autos.

En el presente momento no cabe recurso alguno y las infracciones materiales y procesales son groseras y patentes, siendo por ello que procede la nulidad de actuaciones para que sea estimada o bien para la preparación del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional.

Los motivos de nulidad son los antedichos.

Se ha privado de libertad a un ser humano.

No ha existido un procedimiento administrativo con garantías. No ha habido audiencia de los interesados ni se les ha entregado la información necesaria para su defensa.

No ha existido un procedimiento judicial con garantías. No se ha facilitado la defensa letrada, no se han entregado las resoluciones judiciales que les afectan ni se les ha hecho ofrecimiento alguno de recurso.

No se ha garantizado la tutela sumaria y preferente de derechos fundamentales. 

SEPTIMO: ES EVIDENTE que en este caso se obstaculizan los legítimos derechos fundamentales de mis representados y por cuanto se nos niega cualquier tipo de información médica o judicial, se está imposibilitando el derecho de defensa, y que la privación de libertad se prolonga indebida e injustificadamente sin cumplir con los requisitos que establece la ley. Insistimos en que después de cuatro días, mis representados carecen de resolución judicial que justifique el internamiento involuntario.

Y en su virtud,
AL JUZGADO SOLICITO que teniendo por presentado este escrito en tiempo y forma, se sirva a admitir  Habeas Corpus  y previa la tramitación legal oportuna, acuerde la NULIDAD DE ACTUACIONES y su inmediata puesta en libertad garantizando su derecho a disponer de la forma que mejor le convenga o cuando menos a plantear los recursos que la ley y la constitución establecen.

En                    a      de               de  

(1) Comisaría, centro hospitalario, centro de internamiento, centro para aislamiento Covid.
(2) Poner el nombre del responsable de la unidad policial, hospital o centro de internamiento) 
(3) Nombre del retenido o detenido 

Entregar en el mismo centro al responsable de la detención o retención y si no es posible enviar al juzgado de guardia. De no ser tampoco posible, y si puede, enviar foto a un amigo, familiar o al letrado 

La asistencia letrada será ProBono, es decir, sin cobro de honorarios. 

El interesado deberá llevar este documento sin rellenar en todos los viajes. 

En caso de retención o detención, debe rellenarlo y dirigirse al responsable. 

En caso de que nadie quiera hacerse cargo de la tramitación, habrá que hacer una foto al formulario y enviarlo al abogado designado. 

En ningún caso se ha de aceptar la designación de abogado de oficio. 

Hay que contactar con el abogado lo antes posible. 

No firme ningún documento ni preste ninguna declaración. Si le obligan a aceptar a un abogado de oficio, no firme nada y diga al abogado que no lo acepta. 
9 - 9

